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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 960/2021/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

INTEGRANTES DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, ocho de julio de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 960/2021/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el diecisiete de diciembre de dos mil veintiuno, **********, compareció por derecho propio a demandar de la Junta Directiva y del Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, la resolución dictada el veinte de septiembre de dos mil veintiuno, contenida en el oficio 3716/2021 de veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la que se resuelve como improcedente el otorgamiento de una pensión por invalidez por riesgo de trabajo.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El cinco de enero de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del veinte de abril de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de la licenciada **********, diversa delegada de las autoridades demandadas, sin que hubiere comparecido el actor o sus autorizados jurídicos. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta con el escrito presentado por la actora el que se ordenó agregar a los autos para que obrara como correspondiera; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción VIII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa a una pensión de carácter civil con cargo a la Dirección de Pensiones del Estado.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Como bien fue precisado en el proveído de cinco de enero de dos mil veintidós, el acto materia de impugnación lo constituye la la resolución dictada el veinte de septiembre de dos mil veintiuno, contenida en el oficio 3716/2021 de veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la que se resuelve como improcedente el otorgamiento de una pensión por invalidez por riesgo de trabajo, acto que queda acreditado, con la documental que fue exhibida por la parte actora, visibles en fojas de la 22 a 27 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	20 de Septiembre de 2021 
	25  de noviembre de 2021
	26 de noviembre de 2021
	29  de noviembre de 2021 al 11 de febrero de 2022

	17 de diciembre de 2021


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a **********, la personalidad e interés jurídico del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña la resolución dictada el veinte de septiembre de dos mil veintiuno, contenida en el oficio 3716/2021 de veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la que se resuelve como improcedente el otorgamiento de una pensión por invalidez por riesgo de trabajo, la cual se encuentra a nombre del inconforme.

En cuanto a las autoridades demandadas, compareció el licenciado **********, en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado; por lo que para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento, el cual obra agregado a foja 64 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 07 a la 18 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Primera Sala Unitaria, uno de los conceptos de impugnación hechos valer por la actora resultó fundado siendo que el resto son infundados en parte e inoperantes en otra.

Conviene precisar que siendo obligación de esta Sala resolver la cuestión efectivamente planteada, no existe obligación para en el estudio de los conceptos de dolencia, seguir el orden propuesto por el enjuiciante, sino que la única condición es que no se cambien los hechos de la demanda por lo que el análisis de los conceptos de impugnación versará no en el orden en que fueron propuestos sino, que atenderá al estudio de los que resultan infundados e inoperantes, para arribar a la conclusión del que resulta con acierto.

Lo anterior según las consideraciones del criterio que enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.”

A. Problema jurídico

En el primero de sus conceptos de impugnación, el accionante refiere que no se cumplieron con las formalidades esenciales del procedimiento, en la medida que toda autoridad al emitir sus actos debe ajustarse a los derechos humanos y garantías fundamentales, ya que en el caso se le priva del derecho a una pensión pero sin observar lo previsto en los numerales 61 y 62 de la Ley de Pensiones.
Insiste el actor que no se observaron los numerales citados, porque para atender el debido procedimiento, la autoridad debió solicitar que la declaración de invalidez se realizara por peritos médicos designados por las instituciones de seguridad social y que dicha declaración se hubiere validado por la Junta Directiva, lo que en el caso no aconteció, dado que en lugar de requerir una declaración hecha por peritos, se concretó a solicitar la opinión del Director de Servicios Médicos de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado y del Director Administrativo de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, quienes no cuentan con la calidad de peritos, en perjuicio mismo de lo previsto en los numerales 3º y 4º de la Ley Estatal de Peritos del Estado.
De lo anterior tenemos que la cuestión debate es si para negar la pensión solicitada por el aquí actor, se atendieron a las formalidades esenciales del procedimiento.   

B. Antecedentes

Previo al análisis del motivo de disenso reseñado, es prudente determinar los antecedentes que informan el presente asunto, los que se desprenden de las diversas constancias que integran el sumario, como de la propia determinación impugnada y que consisten en:
a) El veintinueve de julio de dos mil veintiuno, la Coordinación Delegacional de Salud en el Trabajo, dependiente de la Jefatura de Servicios de Prestaciones Médicas de la Delegación Estatal en San Luis Potosí del Instituto Mexicano del Seguro Social, emitió opinión médica a nombre de **********, determinando un 30% de incapacidad permanente y parcial para el trabajo. 
b) Mediante escrito recibido el 12 de agosto de 2021 en la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, el aquí actor acudió a solicitar la pensión por invalidez, adjuntando la opinión técnico medica expedida por el IMSS de fecha 29 de julio de 2021.

c) Con motivo de la solicitud realizada por el aquí actor, la Dirección de Pensiones libró con fecha 13 de agosto de 2021, oficio 3073, dirigido al Director de Servicios Médicos de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado a efecto de que: 1) Informara si **********, era apto para seguir desempeñar las funciones inherentes al puesto de policía; 2) En el caso de que ya no sea apto para seguir desempeñando las funciones referentes al puesto de Policía C, que otras actividades laborales de acuerdo a sus fuerzas, capacidades, formación profesional y ocupación anterior, puede desempeñar. Así mismo, se le pidió validar el documento emitido por la Delegación Estatal del IMSS que se adjuntó.

d) De igual modo, la Dirección de Pensiones emitió el 13 de agosto de 2021, oficio 3074, dirigido a la Secretaría de Seguridad Pública para que informara: 1) Si **********, era apto para seguir desempeñando las funciones inherentes al puesto de Policía C; 2) Que funciones realiza actualmente; 3) Funciones que corresponden al puesto que desempeña; 4) En caso, de que ya no sea apto para seguir desempeñando las funciones inherentes al puesto de Policía C, que otras actividades laborales de acuerdo a sus fuerzas, capacidades, formación profesional y ocupación anterior, puede desempeñar; 5) Informe si el accidente que sufrió, fue en el ejercicio de sus funciones , en caso de que sea así, expida un informe detallado. (foja 82 de autos)

e) Respecto de los informes solicitados, los entes requeridos dieron contestación mediante oficios OM/SM/292/2020 y SSP/DA/RH/2690/2021, los que constan de la foja 69 a 79 de autos.

f) Así, con vista a la solicitud y los informes requeridos, la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado emite acuerdo el 20 de septiembre de 2021 en el que entre sus resolutivos, concretamente en el punto Décimo, determina improcedente la pensión por invalidez por riesgo de trabajo solicitada por el aquí actor. 
C. Decisión.

Como se anticipó al inicio de este considerando, es fundado el argumento esgrimido por el actor.
En principio se conviene con el actor en el sentido de que del numeral 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 se deriva el derecho fundamental de todo administrado de que frente  los actos de las autoridades, principalmente aquellos que tiendan a privar de derechos a los particulares, deberán cumplirse a cabalidad las formalidades que para tal efecto disponen los cuerpos normativos que con anterioridad a su pronunciamiento de los mismos se hubieren emitido.

En tal sentido, acorde con la disposición constitucional explicada, en el ámbito del derecho administrativo se recoge la premisa que exige para los actos administrativos, la obligación de que estos cumplan con los requisitos formales exigidos en las leyes, lo cual se obtiene de la interpretación a contrario del numeral 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra establece:

“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

…

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;

…” 

Como bien se desprende del trasunto, será causa de nulidad del acto administrativo impugnado, cuando este omita cumplir con los requisitos formales exigidos por la ley y afecte las defensas del particular, trascendiendo al sentido de la resolución impugnada.
Bajo la premisa anterior y considerando los aspectos facticos de la presente lid, tenemos que en materia de pensiones por invalidez, las formalidades se encuentran previstas en los numerales 61, fracción III y 62 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que a la letra establecen:
“ARTICULO 61. Se establecen las siguientes pensiones:

…
…

III. Pensión por invalidez: Los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que hubieren contribuido al fondo de pensiones, adquieren el derecho a la pensión por invalidez a menos que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el trabajador, y

Los trabajadores que sean declarados inválidos por causas ajenas a su cargo o empleo, si tienen por lo menos diez años de servicios y hubieren contribuido al fondo de pensiones durante el mismo período, y si la invalidez no es intencional ni consecuencia del abuso de bebidas alcohólicas, barbitúricos o estupefacientes, adquieren el derecho a la pensión por invalidez.”
“ARTICULO 62. Para los efectos de la fracción III del artículo anterior, la declaración de invalidez de un trabajador será hecha por peritos médicos designados por las instituciones de seguridad social correspondientes y validados por la Junta Directiva; se considerará inválido al derechohabiente que por enfermedad o accidente no profesionales, por agotamiento de las fuerzas físicas o mentales, o por defectos físicos o mentales, padezca una afección o se encuentre en un estado que se pueda estimar de naturaleza permanente, por el cual se halle imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta por ciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga.”
Como puede verse de los numerales reproducidos, en el primero de ellos se reconoce el derecho a la pensión por invalidez,  para los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que hubieren contribuido al fondo de pensiones, los que adquirirán el derecho a la pensión por invalidez.

Ahora bien, en el segundo de los numerales reproducidos se precisa que:

a) La declaración de invalidez de un trabajador será hecha por peritos médicos designados por las instituciones de seguridad social correspondientes;

b) Dicha declaración será validada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones;

c) Que para efectos de considerar invalido al derechohabiente que por enfermedad o accidente no profesionales, se deberá atender al agotamiento de las fuerzas físicas o mentales, o por defectos físicos o mentales, padezca una afección o se encuentre en un estado que se pueda estimar de naturaleza permanente, por el cual se halle imposibilitado para procurarse mediante un trabajo proporcionado a sus fuerzas, a sus capacidades, a su formación profesional u ocupación anterior, una remuneración superior al cincuenta por ciento de la remuneración habitual que en la misma región perciba un trabajador sano del mismo sexo, semejante capacidad, igual categoría y formación profesional análoga.
Bajo la óptica anterior, tenemos que en modo contrario a lo establecido en el precepto en análisis, una vez que la Dirección de Pensiones del Estado recibió la solicitud de incapacidad por invalidez presentada por el aquí actor, se concretó a solicitar la opinión del Director de Servicios Médicos de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado y de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, empero dicha actuación no fue acertada, dado que tales instituciones no tienen el carácter de peritos médicos, pues el primero reviste el carácter de titular del área denominada Servicios Médicos de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado, cargo que dista de reconocerle la calidad de perito médico, aunado a que el segundo de los informantes acudió con el carácter Director Administrativo de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, que en modo alguno encuadra con la calidad de perito médico.

A efecto de obtener claridad en lo anterior, el hecho de que la Dirección de Servicios Médicos de la Oficialía Mayor de Gobierno del Estado y la Secretaría de Seguridad Pública del Estado no tiene  la calidad de peritos médicos, debemos atender al contenido de los preceptos 1º, 3º, y 4º de la Ley de Peritos del Estado de San Luis Potosí, que a la letra disponen:
“ARTÍCULO 1º- La presente ley es de orden público e interés general y tiene por objeto regular el ejercicio y la actividad que realicen los peritos valuadores, dictaminadores y traductores en el Estado.”
“ARTÍCULO 2º - Para los efectos de esta ley, se entiende por:

…
IV. Perito: a la persona que posee conocimientos en una ciencia, técnica o arte;

…”
“ARTÍCULO 3º- Se establece el Registro Estatal de Peritos como un medio de control de orden público e interés general, que estará a cargo de la Secretaría General de Gobierno bajo las políticas y criterios que establezca la Comisión.”
“ARTÍCULO 4º- Los poderes Legislativo y Judicial y las dependencias del Ejecutivo del Estado, de los Municipios y sus organismos descentralizados, así como los organismos constitucionales autónomos, sólo admitirán los avalúos y dictámenes periciales que hayan sido expedidos por peritos inscritos en el Registro a que se refiere el artículo anterior, así como los avalúos catastrales y los emitidos por corredores públicos de conformidad con lo previsto en sus leyes o reglamentos respectivos.”
De los numerales reproducidos se obtiene que en la Ley de Peritos se regula el ejercicio y la actividad que realicen los peritos valuadores, dictaminadores y traductores en el Estado, definiéndose como perito a la persona que posee conocimientos en una ciencia, técnica o arte, los cuales deben estar inscritos en el Registro Estatal de Peritos y que las dependencias del Ejecutivo del Estado, sólo admitirán los avalúos y dictámenes periciales que hayan sido expedidos por peritos inscritos en el referido Registro.

Bajo la óptica anterior y sobre la base de las consideraciones fácticas relatadas en el apartado de antecedentes de este Considerando, es evidente que no se satisface lo previsto en el numeral 62 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, en la medida que la determinación de veinte de septiembre de dos mil veintiuno emitida por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado en donde se resuelve declarar improcedente la pensión por invalidez por riesgo de trabajo no se encuentra apoyada en la declaración de peritos médicos que hubieren sido designados ex profeso para ello, pues la razón de ser de esa declaración que corresponde a los peritos es con el propósito de que éstos, en sus dictámenes, expresen de manera objetiva y razonada los elementos por los que desde su perspectiva, el derechohabiente padece la  imposibilidad de que se trata, como son las labores que desempeñaba, las enfermedades que padece, la forma en que esas enfermedades influyen para que el trabajador no pueda percibir el cincuenta por ciento del numerario que venía recibiendo durante el último año en que laboró, por estar incapacitado para seguir desempeñando las labores que venía desarrollando, o bien, los motivos por los cuales no puede desempeñar otro puesto que le permita obtener la cantidad de referencia; por lo que al omitir la enjuiciada someter la solicitud de pensión a la declaración de peritos médicos, conlleva el incumplimiento a las formalidades que rigen el procedimiento para dictaminar en materia de pensiones.

Orienta la presente determinación, el criterio judicial que enseguida se transcribe:

“INVALIDEZ, ESTADO DE. REQUISITOS DE EFICACIA PARA QUE LA PRUEBA PERICIAL SEA SUFICIENTE PARA DEMOSTRAR QUE EL ASEGURADO ESTÁ IMPOSIBILITADO PARA PROCURARSE, MEDIANTE UN TRABAJO, UNA REMUNERACIÓN SUPERIOR AL CINCUENTA POR CIENTO. Uno de los requisitos para justificar el estado de invalidez, de conformidad con el artículo 128 de la Ley del Seguro Social, vigente hasta el treinta de junio de mil novecientos noventa y siete, es que con motivo de una enfermedad o accidente no profesionales, el trabajador se halle imposibilitado para procurarse, mediante un trabajo, una remuneración superior al cincuenta por ciento de la percepción habitual recibida durante el último año de trabajo. Por otro lado, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia número 2a./J. 51/96, publicada en la página doscientos sesenta y cinco del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, correspondiente al mes de octubre de mil novecientos noventa y seis, bajo el rubro: "INVALIDEZ, ESTADO DE. PRUEBAS QUE EL TRABAJADOR PUEDE RENDIR PARA ACREDITAR LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 128 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL.", estableció que, entre otras, la prueba pericial es idónea para demostrar la imposibilidad del interesado de generarse el cincuenta por ciento de la remuneración percibida durante el último año. Ahora bien, para que adquiera eficacia esa prueba, es necesario que los peritos, en sus dictámenes, expresen de manera objetiva y razonada los elementos por los que desde su perspectiva, el asegurado padece la  imposibilidad de que se trata, como son las labores que desempeñaba, el monto de los salarios que percibió en el último año, las enfermedades que padece, la forma en que esas enfermedades influyen para que el trabajador no pueda percibir el cincuenta por ciento del numerario que venía recibiendo durante el último año en que laboró, por estar incapacitado para seguir desempeñando las labores que venía desarrollando, o bien, los motivos por los cuales no puede desempeñar otro puesto que le permita obtener la cantidad de referencia, para que la Junta esté en posibilidad de ejercer su facultad decisoria. En consecuencia, la prueba pericial no alcanza eficacia, cuando en los estudios los profesionales únicamente establezcan que el asegurado tiene derecho al pago de la invalidez por encontrarse en los supuestos del artículo 128 de la Ley del Seguro Social.”

En tal virtud, esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución de veinte de septiembre de dos mil veintiuno, emitida por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, y por consecuencia la NULIDAD PARCIAL de la misma, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el presente Considerando. 

E. Efectos
En ese sentido, en base a los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; se ordena a la autoridad demandada, emita una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la que subsane la violación determinada, esto es, previo a determinar la procedencia o improcedencia de la solicitud de pensión por invalidez por riesgo de trabajo, someta la solicitud a la declaración de invalidez a través de peritos médicos, hecho lo cual, con plenitud de jurisdicción resuelva lo procedente.

Con base en los numerales 256 y 257 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala la prevendrá por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, la requerirá por la ejecución de la misma, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando Séptimo de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Registro digital: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materias(s): Común, Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018, Tipo: Jurisprudencia


� “Artículo 14. …


Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.


…”


� Registro digital: 196120, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Laboral, Tesis: I.9o.T. J/32, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VII, Junio de 1998, página 527, Tipo: Jurisprudencia





